RADICACIÓN: 66001-31-09-006-2018-00110-01
ACCIONANTE: JUAN CARLOS MARTINEZ LONDOÑO
ACCIONADO: UNIVERSIDAD TECNOLOGICA DE PEREIRA
DECISIÓN: CONFIRMA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
MÍNIMO VITAL / PRESUPUESTOS PARA SU AFECTACIÓN / PAGO DE SALARIOS / SUBSIDIARIEDAD DE LA TUTELA / PERJUICIO IRREMEDIABLE / CARGA PROBATORIA DEL ACCIONANTE.
… frente al pago de acreencias laborales… debe decirse que en principio la acción constitucional no procede, por cuanto para dirimir tales conflictos el solicitante puede acudir a la jurisdicción laboral para que allí sea resuelto su asunto; sin embargo, cuando se trata del pago de salarios, la jurisprudencia ha sido un poco más laxa frente al tema, pues la Máxima Guardiana de la Constitución no puede ser ajena a la realidad social de un país como el nuestro, en donde en la mayoría de los casos, el salario que las personas devengan como remuneración por su trabajo es su única fuente de ingresos económicos con la cual se satisfacen, a veces a duras penas, sus necesidades básicas para proveerse una vida digna, de tal suerte que se hayan fijado por ese Alto Tribunal una serie de parámetros que le sirven de guía al Juez constitucional para verificar la procedibilidad de la acción de tutela puesta bajo su conocimiento…
Aterrizando los anteriores presupuestos al caso bajo estudio, se puede afirmar que si bien el accionante aseguró en su libelo petitorio que con la conducta de la Universidad Tecnológica de Pereira está sufriendo una afectación de su mínimo vital, lo cierto del caso es que no acreditó ni siquiera sumariamente, como lo exige la jurisprudencia en cita, que tal afirmación sea cierta. 

En ese orden de cosas, no podemos olvidar que para dirimir ese tipo de asuntos existen otras alternativas en la jurisdicción ordinaria, pues como viene de verse, el mecanismo de amparo no es la vía principal para la resolución de ese tipo de debates, sino aquella a la cual se puede acudir en excepcionalísimos eventos, cuando se corre un riesgo inminente e inevitable que implique una afectación de sus derechos y garantías fundamentales, de no ser por la intervención del Juez constitucional, pero esa amenaza, como ya se dijo atrás, debe quedar plenamente demostrada en el Dossier, cosa que en este caso evidentemente no ocurrió. 
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ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por el señor JUAN CARLOS MARTÍNEZ LONDOÑO, contra el fallo proferido por el Juzgado Sexto Penal del Circuito  de esta ciudad el pasado 30 de noviembre de 2018, mediante el cual negó la solicitud de amparo constitucional invocada por el recurrente en contra de la UNIVERSIDAD TECNOLÓGICA DE PEREIRA.

ANTECEDENTES:

Manifestó el accionante que es docente catedrático de la Universidad Tecnológica de Pereira, vinculado por medio de resolución para el segundo semestre del año 2018.
Contó que en el interregno del segundo semestre de esa anualidad, los estudiantes de las 32 universidades públicas del país iniciaron un paro estudiantil, con el fin de obtener del Gobierno Nacional el incremento en el presupuesto en materia de educación pública superior. 

A pesar de lo anterior, los docentes de la Universidad Tecnológica de Pereira nunca se declararon en cese de actividades académicas, ni en asamblea permanente o paro indefinido de sus labores como docentes.
Describió también que la Universidad tiene tres tipos de contratación para los docentes que son: de planta, transitorios y catedráticos; así, los dos primeros desarrollan labores de docencia directa, investigación y extensión, mientras que los docentes catedráticos solo están vinculados para las labores de docencia directa.
Expuso que durante el mes de octubre, la Universidad sólo consignó por concepto de salario para la mayoría de los docentes catedráticos el valor correspondiente a 15 días laborados, mientras que a los docentes de planta y transitorios les pagó la totalidad de los salarios. 
Considera el accionante que se está haciendo una discriminación irracional entre el pago de las modalidades de docentes, pues tanto los profesores de planta, como los transitorios y los catedráticos se vieron en la misma imposibilidad de desarrollar con normalidad su docencia directa debido a que los estudiantes no se presentaron en los salones.

PRETENSIONES:

De conformidad con los hechos narrados en precedencia solicitó el señor Juan Carlos Martínez Londoño que se amparen sus derechos fundamentales al mínimo vital y al debido proceso, y en consecuencia de ello, se le ordene a la Universidad Tecnológica de Pereira que proceda a pagarle el salario completo del mes de octubre del año 2018.
TRÁMITE Y SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA:

· Admisión: 
El Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira, avocó el conocimiento del asunto mediante auto del 19 de noviembre de 2018, y ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos a la entidad accionada para que ejerciera sus derechos de defensa y contradicción.

· Intervenciones

Frente a la acción de tutela se pronunció Luis Fernando Gaviria Trujillo, obrando en su calidad de rector y representante legal de la Universidad Tecnológica de Pereira, a través de su memorial manifestó que la Universidad en ningún momento ha vulnerado los derechos fundamentales del accionante puesto que como lo establecen los estatutos, el pago de los docentes catedráticos se realiza conforme al certificado de las horas efectivamente laboradas, pues de conformidad con lo consagrado en los artículos 73 y 74 de la Ley 30 de 1992, este tipo de profesores sólo atienden para la universidad los requerimientos de docencia directa, teniendo en cuenta la naturaleza de su vinculación, razón por la cual el pago del mes de octubre se hizo conforme a la certificación de las cátedras dictadas durante el mismo, contrario a lo ocurrido con los docentes de planta (carrera) y los transitorios u ocasionales, quienes además de prestar sus labores de docencia directa, desempeñan otras labores de investigación y extensión, y su pago obedece a las labores derivadas del cumplimiento de los planes de trabajo.

Una vez analizada la situación fáctica planteada, el Despacho de conocimiento profirió sentencia en las calendas del 30 de noviembre del 2018, donde decidió negar el amparo de los derechos constitucionales reclamados por la parte accionante, puesto que a criterio del A Quo no se cumplió con el presupuesto de subsidiariedad que caracteriza este tipo de acción, ello al existir otros mecanismos de defensa ante la jurisdicción ordinaria, y al no observarse el perjuicio irremediable que se le pudiera ocasionar al invocante con la no intervención del juez constitucional.  

FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN:

Encontrándose dentro del término legal, el señor Juan Carlos Martínez Londoño presentó escrito mediante el cual impugnó la decisión de primera instancia, para tal fin, manifestó que el Juez tomó su decisión analizando el régimen salarial y contractual que cobija a los docentes catedráticos, sin ser este el motivo de discusión, toda vez que la acción se interpuso debido a la afectación que constituye el no pago del salario al mínimo vital.
De igual forma manifestó que si bien los docentes catedráticos no han podido impartir clase al igual que los docentes de planta y transitorios, no ha sido por causas imputables a los docentes sino por situaciones externas, por lo tanto no tienen porque asumir las consecuencias de dichas situaciones.
Además, lo que él pretende demostrar con la acción de tutela es la violación al mínimo vital de los docentes catedráticos por el no pago de su salario, lo cual afecta sus condiciones básicas de vida, y frente a este tópico, aseguró que no está de acuerdo con lo dicho por el juez de primer nivel respecto a una ausencia probatoria de su afectación al mínimo vital, pues con ello se le traslada al tutelante la obligación de demostrar el monto de sus cargas económicas mensuales, y que parte del salario percibido en la universidad está destinado al pago de algunas necesidades básicas, en ese orden, le parece “oprobioso” que el fallador pretenda escudriñar en la vida íntima y económica del tutelante para demostrar la vulneración a esa garantía fundamental. 
Así mismo, reiteró y recalcó que el simple hecho del “no pago” del salario en una relación laboral basta para presumir la afectación al mínimo vital. 

Finalmente, el juicio de valor del Juez de conocimiento va en contravía de lo consagrado en el artículo 53 Superior, que indica que en caso de duda en la interpretación de las fuentes formales del derecho, debe prevalecer la favorabilidad al trabajador, pero contrariamente, el A Quo hizo una interpretación restrictiva y desfavorable para él. 

Así las cosas, pidió que se revoque la decisión de primer nivel, para en su lugar, reconocer la vulneración de sus derechos fundamentales al mínimo vital, a la igualdad y al debido proceso. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA:

· Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y Decreto 1983 de 2017.

· Problema jurídico: 

En el presente asunto le corresponde a la Sala determinar si como afirma el accionante, la Universidad Tecnológica de Pereira ha vulnerado sus derechos fundamentales de manera que deba revocarse la decisión de primer grado, o si contrariamente dicha sentencia resulta acertada conforme a las pruebas arrimadas al expediente.  

3. Solución: 

Conforme con lo previsto por el artículo 86 de la Carta Constitucional, toda persona tiene la posibilidad de acudir a la acción de tutela para invocar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, directamente o a través de representante, la protección inmediata de sus derechos fundamentales cuando estén siendo vulnerados o amenazados con la acción u omisión de alguna autoridad pública, o con la conducta de algunos particulares en los casos expresamente previstos en la ley.

Antes de entrar a resolver el problema jurídico propuesto, deberá examinar esta Corporación si en el presente asunto se cumple con las reglas de procedencia de la acción de tutela, lo cual se constituye en un requisito sine qua non, para dar paso al estudio de fondo que se pretende:      

En ese orden de ideas, se tiene que tanto el inciso tercero del artículo 86 de nuestra Constitución, como los artículos 6º y 8º del Decreto 2591 de 1991, indican que la acción de tutela es un mecanismo residual que no procede cuando al accionante le asiste otro mecanismo judicial, salvo que se logre evidenciar dentro de la petición que este último resultaría ineficaz y poco idóneo frente a la afectación de los derechos invocados, o que de procederse a él, se estaría poniendo al solicitante en riesgo de sufrir un perjuicio irremediable.

Ahora, frente al pago de acreencias laborales, que es lo aquí pretendido, debe decirse que en principio la acción constitucional no procede, por cuanto para dirimir tales conflictos el solicitante puede acudir a la jurisdicción laboral para que allí sea resuelto su asunto; sin embargo, cuando se trata del pago de salarios, la jurisprudencia ha sido un poco más laxa frente al tema, pues la Máxima Guardiana de la Constitución no puede ser ajena a la realidad social de un país como el nuestro, en donde en la mayoría de los casos, el salario que las personas devengan como remuneración por su trabajo es su única fuente de ingresos económicos con la cual se satisfacen, a veces a duras penas, sus necesidades básicas para proveerse una vida digna, de tal suerte que se hayan fijado por ese Alto Tribunal una serie de parámetros que le sirven de guía al Juez constitucional para verificar la procedibilidad de la acción de tutela puesta bajo su conocimiento:  

“4.3. Ahora bien, cuando se alega como perjuicio irremediable la afectación del derecho al mínimo vital, la doctrina constitucional ha precisado una serie de “hipótesis fácticas mínimas” que deben cumplirse para que el juez constitucional reconozca la vulneración del mínimo vital, como consecuencia del no pago oportuno de los salarios devengados por el trabajador. Tales presupuestos son los siguientes:

 

“1) Que exista un incumplimiento en el pago del salario al trabajador que por su parte ha cumplido con sus obligaciones laborales;

 

2) Que dicho incumplimiento comprometa el mínimo vital de la persona. Esto se presume cuando:

 

a) el incumplimiento es prolongado o indefinido. La no satisfacción de este requisito lleva a que no se pueda presumir la afectación del mínimo vital, la cual deberá ser probada plenamente por el demandante para que proceda la acción de tutela.

 

b) el incumplimiento es superior a dos meses, salvo que la persona reciba como contraprestación a su trabajo un salario mínimo.

 

3) La presunción de afectación del mínimo vital debe ser desvirtuada por el demandado o por el juez, mientras que al demandante le basta alegar y probar siquiera sumariamente que el incumplimiento salarial lo coloca en situación crítica, dada la carencia de otros ingresos o recursos diferentes al salario que le permitan asegurar su subsistencia.

4) Argumentos económicos, presupuestales o financieros no son razones que justifiquen el incumplimiento en el pago de los salarios adeudados al trabajador. Lo anterior no obsta para que dichos factores sean tenidos en cuenta al momento de impartir la orden por parte del juez de tutela tendiente a que se consigan los recursos necesarios para hacer efectivo el pago.” 

Aterrizando los anteriores presupuestos al caso bajo estudio, se puede afirmar que si bien el accionante aseguró en su libelo petitorio que con la conducta de la Universidad Tecnológica de Pereira está sufriendo una afectación de su mínimo vital, lo cierto del caso es que no acreditó ni siquiera sumariamente, como lo exige la jurisprudencia en cita, que tal afirmación sea cierta. 

En ese orden de cosas, no podemos olvidar que para dirimir ese tipo de asuntos existen otras alternativas en la jurisdicción ordinaria, pues como viene de verse, el mecanismo de amparo no es la vía principal para la resolución de ese tipo de debates, sino aquella a la cual se puede acudir en excepcionalísimos eventos, cuando se corre un riesgo inminente e inevitable que implique una afectación de sus derechos y garantías fundamentales, de no ser por la intervención del Juez constitucional, pero esa amenaza, como ya se dijo atrás, debe quedar plenamente demostrada en el Dossier, cosa que en este caso evidentemente no ocurrió. 

En ese sentido, vale la pena mencionar que la acción de tutela no posee esa marcada simplicidad que imagina la accionante, pues si bien, su procedimiento no es tan riguroso como algunas otras acciones que existen en la jurisdicción, ello no implica que quien acude a ella, esté exento de aportar las pruebas que hagan evidente las condiciones de vulnerabilidad que se alegan, la ocurrencia o riesgo de un perjuicio irremediable que haga viable el amparo en forma permanente o transitoria, además de las razones por las cuales es este tipo de mecanismo, y no otro, el adecuado para los fines perseguidos.

Al respecto, el Órgano de Cierre Constitucional ha enseñado a nivel jurisprudencial que, sólo en excepcionalísimos eventos se puede dar trámite a la solicitud de amparo sin la exigencia de la acreditación del perjuicio irremediable por parte del accionante, y específicamente en lo concerniente al pago de las prestaciones sociales, se han fijado los siguientes criterios auxiliares que también servirían de norte para presumir la posible materialización de dicho perjuicio: 
“Específicamente, en lo que tiene que ver con la comprobación de la inminencia de un perjuicio irremediable que justifique la procedencia de la acción de tutela, con el fin de obtener el reconocimiento y pago de prestaciones sociales, la Corte ha “utilizado criterios como (i) la edad del actor(a) para ser considerado(a) sujeto de especial protección por ser una persona de la tercera edad, (ii) el estado de salud del (la) solicitante y su familia, y (iii) las condiciones económicas del peticionario(a)
. Adicionalmente, la Corte ha exigido que se haya desplegado cierta actividad procesal administrativa mínima por parte del interesado(a)
.” 

Sin embargo, lo que se evidencia en el caso que aquí se analiza es que el titular de los derechos que se reclaman no se ubica dentro de ninguna de las hipótesis decantadas atrás, pues él no hizo referencia a alguna condición que permitiera inferir una condición de debilidad manifiesta, tampoco logró demostrar sus supuestas carencias económicas, circunstancias que estaban bajo su responsabilidad demostrar, atendiendo la carga probatoria que le asistía como accionante, y es que contrario a sus cuestionamientos, el Juez de tutela sí debe ahondar en las situaciones personales y particulares del solicitante para así evidenciar el supuesto perjuicio que ameritaría su intervención, a pesar de la existencia de otros mecanismos de defensa, mírese cómo es esa la única manera de poder adoptar una decisión en derecho y conforme a la situación fáctica real en que se ve inmiscuido el solicitante. 

Ahora bien, en lo que toca con el derecho fundamental a la igualdad al cual hizo referencia de manera reiterada el accionante, no se ve cercenado en el asunto que nos ocupa, pues debe recordarse que dicha prerrogativa implica el dar un trato igual a quienes se encuentran en idénticas condiciones fácticas, pero también desigual entre los disímiles; así lo ha dicho la Corte Constitucional:   
“La correcta aplicación del derecho a la igualdad no sólo supone la igualdad de trato respecto de los privilegios, oportunidades y cargas entre los iguales, sino también el tratamiento desigual entre supuestos disímiles. Es claro que la Constitución no prohíbe el trato desigual sino el trato discriminatorio porque de hecho el trato distinto puede ser obligatorio para ciertos supuestos, siendo el trato discriminatorio aquel que establece diferencias sin justificación constitucionalmente válida”

De igual manera, dijo esa Corporación en la Sentencia C-015 de 2014: 

“En tanto principio, la igualdad es una norma que establece un deber ser específico, aunque su contenido puede aplicarse a múltiples ámbitos del quehacer humano, y no sólo a uno o a algunos de ellos. Este deber ser especifico, en su acepción de igualdad de trato, que es la relevante para el asunto sub examine, comporta dos mandatos: (i) el de dar un mismo trato a supuestos de hecho equivalentes, siempre que no haya razones suficientes para darles un trato diferente; y (ii) el de dar un trato desigual a supuestos de hecho diferentes.
Aplicando los anteriores criterios al caso bajo estudio, se puede colegir que la entidad accionada no incurrió en trato discriminatorio alguno, como quiera que existen tres categorías de docentes cuya modalidad de vinculación y funciones son DISTINTAS, no puede pretender el accionante obtener idéntico tratamiento, pues mientras que en su modalidad de trabajo, que es la de docente catedrático, el reconocimiento del salario es por las horas EFECTIVAMENTE laboradas, no ocurre lo mismo con los colegas de planta con quien se pretende aparejar, quienes además de dictar clases de docencia directa, desempeñan otros roles en la institución educativa, ello quiere decir que mientras que los primeros sí se verían limitados ante la ausencia de clases, los segundos, en ese tipo de eventos, pueden realizar otro tipo de actividades como compensación de su rol de docentes, y tal aserción no es ajena al actor, cosa diferente es que pretenda escudarse bajo la afirmación de que ese no fue tema de debate cuando sí lo fue, precisamente porque él lo planteó.   

Lo dicho hasta ahora es suficiente para llevar a esta Colegiatura a concluir que en el caso puntual la acción de tutela resulta improcedente, al no cumplirse con el requisito de subsidiariedad, ni tampoco observarse el perjuicio irremediable que hubiera permitido pasar por alto aquellos, además no se logró acreditar una grave afectación al mínimo vital del señor Juan Carlos Martínez Londoño por haber dejado de percibir tan solo 15 días de su salario; de acuerdo a ello, la decisión evaluada se habrá de confirmar.

DECISIÓN:

Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Sexto Penal del Circuito de esta ciudad el 30 de noviembre del 2018, de acuerdo a las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión. 

SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, Sentencia T-157 de 2014, M.P. Dr. María Victoria Calle Correa


� Ver sentencias T-762-08, T-376-07, T-607-07, T-652-07, T-529-07, T-935-06 y T-229-06, entre otras.  


� Ibídem. 


� Cfr. sentencias T-881 de 2010 y T-871 de 2011.


� C-862 de 2008
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